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I. Disposiciones generales

MINISTERIO
DE ASUNTOS EXTERIORES

17638 CORRECCIÓN de errores de la Resolución de 4
de junio de 2003, de la Secretaría General
Técnica, sobre aplicación del artículo 32 del
Decreto 801/1972, relativo a la ordenación
de la actividad de la Administración del Estado
en materia de Tratados Internacionales, publi-
cada en el «Boletín Oficial del Estado» núme-
ro 158, de 3 de julio de 2003.

Advertido error en la publicación de la Resolución
de 4 de junio de 2003, de la Secretaría General Técnica,
sobre aplicación del artículo 32 del Decreto 801/1972,
relativo a la ordenación de la actividad de la Adminis-
tración del Estado en materia de Tratados Internacio-
nales, publicada en el «Boletín Oficial del Estado» n.o 158,
de 3 de julio de 2003, a continuación se transcriben
las oportunas rectificaciones:

Página 25644, columna izquierda, primer párrafo,
donde dice: «Convenio Europeo de Asistencia Judicial
en materia Penal (número 73 del Consejo de Europa)...»,
debe decir: «Convenio Europeo de Asistencia Judicial
del materia Penal (número 30 del Consejo de Europa)...».

Página 25644, columna izquierda, quinto párrafo,
donde dice: «Liechtenstein. 26 de febrero de 2003. Rati-
ficación». Se anula.

Página 25648, columna izquierda, a continuación de
«Ucrania. 11 de marzo de 2003. Ratificación». Se añade:

«Convenio Europeo sobre la Transmisión de Procedi-
mientos en Materia Penal (número 73 del Consejo
de Europa). Estrasburgo 15 de mayo de 1972.
B.O.E. 10 de noviembre de 1988.

Liechtenstein. 26 de febrero de 2003. Ratificación,
entrada en vigor 27 de mayo de 2003, con las siguientes
reservas y declaración:

De conformidad con la letra b) del anexo I del Con-
venio, el Principado de Liechtenstein declara que recha-
zará toda solicitud de instrucción de procedimiento por
un hecho cuya sanción, según la legislación de Liech-
tenstein, sea competencia exclusiva de una autoridad
administrativa.

De conformidad con las letras c) y d) del anexo I
del Convenio, el Principado de Liechtenstein declara que
no acepta los artículos 22 y 23.

De conformidad con la letra g) del anexo I del Con-
venio, el Principado de Liechtenstein declara que no apli-
cará los artículos 30 y 31 en relación con hechos cuya

sanción, según la legislación de Liechtenstein, sea com-
petencia exclusiva de una autoridad administrativa.

De conformidad con el apartado 2 del artículo 18
del Convenio, el Principado de Liechtenstein declara que
las solicitudes de instrucción de procedimiento y los
documentos justificativos que no estén redactados en
alemán o inglés deberán ir acompañados de una tra-
ducción a uno de estos idiomas.»

17639 CONVENIO de Cooperación Transfronteriza
en materia Policial y Aduanera entre el Reino
de España y la República Francesa, hecho «ad
referendum» en Blois el 7 de julio de 1998.

CONVENIO DE COOPERACIÓN TRANSFRONTERIZA
EN MATERIA POLICIAL Y ADUANERA ENTRE EL REINO

DE ESPAÑA Y LA REPÚBLICA FRANCESA

El Reino de España y la República Francesa, en lo
sucesivo denominados las Partes,

Animados por la intención de ampliar la cooperación
de los servicios encargados de misiones de policía y
de aduana establecida durante estos últimos años en
su zona fronteriza,

Deseando hacer efectiva la libertad de circulación pre-
vista por el Acuerdo de Schengen de 14 de junio de 1985
sin que ello afecte a la seguridad de sus nacionales,

Visto el Convenio de Aplicación del Acuerdo de
Schengen de 14 de junio de 1985 relativo a la supresión
gradual de controles en las fronteras comunes, firmado
el 19 de junio de 1990, en lo sucesivo denominado
Convenio de Aplicación, y sus textos de aplicación,

Considerando en particular el capítulo I del título III
del Convenio de Aplicación,

Convienen en las siguientes disposiciones:

Artículo 1

Los servicios competentes a los fines del presente
Acuerdo serán, por lo que se refiere a cada uno de ellos

por la Parte francesa:

la Policía Nacional;
la Gendarmería Nacional;
la aduana;

por la Parte española:

el Cuerno Nacional de Policía;
la Guardia Civil;
cualquier otra autoridad, previa declaración del Minis-

terio del Interior.


